Foja: 1931
Mil Novecientos Treinta y Uno
San Miguel, veinte de junio de dos mil trece.

VISTOS:

Se reproduce la sentencia apelada en alzada, con las siguientes modificaciones:
1.- En el párrafo primero del considerando quinto, se elimina la frase “y operaban jerarquizadamente con la intención de permanecer en el tiempo”. 

2.- El considerando sexto se reemplaza por el siguiente: “Que los hechos antes descritos constituyen el delito de tráfico ilícito de drogas contemplado en el artículo 5º en relación al 1º de la Ley 19.366 ”. 

3.- En el párrafo final del considerando octavo, se elimina la frase “y del de asociación ilícita para el tráfico, contemplado en el artículo 22 nº1 de la misma ley”, y se reemplaza la frase “los delitos” por “el delito”.

4.-En el considerando duodécimo, se mantiene solo desde su inicio hasta la palabra imputan a la que sigue un punto y coma que se reemplaza por un punto aparte, eliminándose lo demás.

5.- En los considerandos décimo sexto, vigésimo, vigésimo segundo y vigésimo cuarto, se mantienen solo desde su inicio hasta la palabra delito a la que sigue un punto y coma que se reemplaza por un punto aparte, eliminándose lo demás.

6.- En el considerando vigésimo sexto:

a.- En su párrafo 2º, se elimina la frase “y asociación ilícita para el tráfico,” e ”y 22 nº2 “, y se reemplazan las palabras “los delitos” por “el delito”, “previstos” por “previsto”, y “haberlos” por “haberlo”.

b.- En su párrafo tercero, se reemplaza la coma que precede a la frase “consumo personal”, por un punto aparte, eliminándose lo demás.

7.- Se suprimen los considerandos 27º a 35º. 

Y SE TIENE EN SU LUGAR Y ADEMÁS PRESENTE:

PRIMERO: Que se formuló acusación fiscal en contra de:

1.- Andrés Francisco Maturana Cortés: delitos contemplados en los artículos 22 nº1 y 5º de la Ley 19.366  en calidad de autor.

2.- Oscar Antonio Urbina Alvear: delitos contemplados en los artículos 22 nº2,  2º y 5º de la Ley 19.366  en calidad de autor. 

3.- Miguel Antonio Narváez Latorre: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autor.

4.- Sandra de Lourdes Vera Inostroza: delitos contemplados en los artículos 22 nº1 y 5º de la Ley 19.366  en calidad de autora.

5.-Juana del Carmen Escobar Lagos: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autora.

6.- Regina Sonia Simas Beaza: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de encubridora.

7.- Ana Luisa Lobos Ubilla: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autora.

8.- Daniel Andrés Ponce Abarca: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autor.

9.- Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autora.

10.- Marcelo Rubén Molina Banegas: delito contemplado en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366  en calidad de autor.

SEGUNDO: Que las defensas de los acusados contestaron los cargos formulados en contra de sus representados, solicitando la absolución de los mismos, en base a los siguientes antecedentes:

1.- Andrés Francisco Maturana Cortés: contesta a fojas 1648 y solicita su absolución por los delitos imputados, por no existir pruebas en autos que demuestren la existencia y participación de su defendido en ellos, y en subsidio que se le otorgue alguno de los beneficios de la Ley 18.216. 

2.- Oscar Antonio Urbina Alvear: contesta a fojas 1449 y niega haber cometido los delitos de tráfico ilícito de estupefacientes y de asociación ilícita, y en cuanto al delito de plantación y cultivo de marihuana, el procesado admite que se encontraron en su patio, pero agrega haberlas consumido desde los 15 años y que son para su exclusivo consumo personal, por lo que la sanción aplicable sería la del artículo 41 de la ley 19.366. Sobre el particular, solicita al tribunal disponer efectuarle al procesado, un examen de adicción a las sustancias estupefacientes de tipo cannabis, cuyas conclusiones rolan a fojas 1466. En efecto, mediante Informe nº T-8179 -8180/09 de 16 de noviembre de 2009, el Departamento Laboratorio Unidad de Toxicología del Servicio Médico Legal, se expresa que al procesado Urbina no se le detectó cocaína, pero sí presencia de metabolitos de marihuana (muestras tomadas el 17/07/2009).

3.- Miguel Antonio Narváez Latorre: contesta a fojas 1563 y 1585, y solicita la absolución de su defendido, por no existir pruebas suficientes que demuestren la existencia de una organización criminal con permanencia en el tiempo dedicada a traficar drogas y menos la participación de su defendido en él, considerando además que tampoco se ha encontrado droga en su poder.

4.- Sandra de Lourdes Vera Inostroza: contesta a fojas 1459 y solicita su absolución, por no existir pruebas que permitan dar por establecida una asociación ilícita, y por no tener participación en el tráfico de drogas, invocando en su favor, en carácter subsidiaria, la atenuante del nº6 del artículo 11 del Código Penal y la concesión de alguno de los beneficios contemplados en la Ley 18.216.

5.-Juana del Carmen Escobar Lagos: contesta a fojas 1383 y solicita su absolución, por no encontrarse acreditado en autos que su defendida tenga participación en el ilícito que se le imputa en calidad de autora, toda vez que no pertenece a un grupo organizado como una asociación ilícita para el tráfico de drogas y tampoco se le encontró en su poder alguna sustancia ilícita.

6.- Regina Sonia Simas Beaza: contesta a fojas 1468 y solicita su absolución, por no existir pruebas que permitan dar por establecida una asociación ilícita, invocando en su favor, en carácter subsidiario, las atenuantes de los nºs 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal y la concesión de alguno de los beneficios contemplados en la Ley 18.216.

7.- Ana Luisa Lobos Ubilla: contesta fojas 1506 y solicita su absolución, por no encontrarse acreditado en autos la existencia del delito ni la participación.

8.- Daniel Andrés Ponce Abarca: contesta fojas 1354 y solicita su absolución, por no estar acreditado el delito ni la participación en lo hechos, solicitando en subsidio se le reconozca la atenuante del artículo 11 nº9 del Código Penal, y se le conceda el beneficio de la libertad vigilada.

9.- Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos: contesta a fojas 1383 y solicita su absolución, por no encontrarse acreditado en autos que su defendida tenga participación en el ilícito que se le imputa en calidad de autora, toda vez que no pertenece a un grupo organizado como una asociación ilícita para el tráfico de drogas y tampoco se le encontró en su poder alguna sustancia ilícita.

10.- Marcelo Rubén Molina Banegas: contesta a fojas 1489 y solicita su absolución, por no encontrarse acreditado en autos que su defendido haya tenido participación en él, y en subsidio, invoca las minorantes de los números 6 y 9 del artículo 11 del Código Penal, la exención del pago de multa y algún beneficio de la Ley 18.216. 

TERCERO: Que la sentencia de 26 de junio de 2012, escrita de fojas 1762 a fojas 1787, declaró en lo resolutivo:

A.- Condenas: 

1.- Andrés Francisco Maturana Cortés, como autor de los delitos de asociación ilícita para el tráfico de drogas y de tráfico ilícito de drogas, cometidos entre agosto y noviembre de 2004, condenado a sufrir la pena única de 15 años y 1 día de presidio mayor en su grado máximo, accesorias legales, pago de multa de 60 Unidades Tributarias Mensuales y costas de la causa, sin beneficios.

2.- Oscar Antonio Urbina Alvear, como autor de los delitos de asociación ilícita para el tráfico de drogas, tráfico ilícito de drogas y plantación de especies vegetales del género cannabis, cometidos entre agosto y noviembre de 2004, condenado a sufrir la pena única de 10 años y 1 día de presidio mayor en su grado medio, accesorias legales y pago de multa de 60 Unidades Tributarias Mensuales, sin beneficios.

3.- Miguel Antonio Narváez Latorre, como autor del delito de asociación ilícita para el tráfico de drogas, cometido entre agosto y noviembre de 2004, condenado a sufrir la pena única de 7 años de presidio mayor en su grado mínimo, accesorias legales y costas, sin beneficios.

4.- Ana Luisa Lobos Ubilla, Daniel Andrés Ponce Abarca, Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos y Marcelo Rubén Molina Banegas, como autores del delito de asociación ilícita para el tráfico de drogas, cometido entre agosto y noviembre de 2004, a sufrir cada uno la pena de 5 años y 1 día de presidio mayor en su grado mínimo, accesorias legales y costas de la causa los tres primeros.


B.- Absoluciones: 

1.- Sandra de Lourdes Vera Inostroza: autora del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, previsto en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366 .

2.- Juana del Carmen Escobar Lagos: autora del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, previsto en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366.

3.- Sonia Regina Santos Simas Baeza: encubridora del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, previsto en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366.

CUARTO: Que la sentencia definitiva fue apelada por el representante del Consejo de Defensa del Estado, y por los condenados Daniel Andrés Ponce Abarca, Andrés Maturana Cortés, Oscar Antonio Urbina Alvear, Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos, Ana Luisa Lobos Ubilla, Miguel Antonio Narváez Latorre, elevándose en consulta respecto de los demás. 

Comparecieron a estrados los apoderados del Consejo de Defensa del Estado, solicitando la revocación del fallo, en cuanto por él se absolvió a Sandra Vera, Juana Escobar y Sonia Simas; de Andrés Maturana, solicita la absolución de su defendido por ambos delitos y, en subsidio, por el de asociación ilícita para el tráfico ilícito de drogas; y de Oscar Urbina, solicitando su absolución y, en subsidio condena solo por la falta del artículo 41 de la Ley 19.366  o por el delito de microtráfico que contempla el inciso 2º del artículo 4º de la Ley 20.000, ya que la hierba estaba destinada para su consumo personal.

QUINTO: Que, a fojas 1908 dictamina el Ministerio Público Judicial, solicitando que el fallo sea confirmado, con declaración de que Narváez, Lobos, Ponce, Gutiérrez y Molina, deben ser sancionados, además, cada uno con el pago de una multa de 40 Unidades Tributarias Mensuales y eximirse de las costas a Urbina, por estar patrocinado por la Corporación de Asistencia Judicial. 

SEXTO: Que el primer delito por el cual se acusa a los procesados Sandra de Lourdes Vera Inostroza, Juana del Carmen Escobar Lagos, Regina Sonia Simas Beaza, Andrés Francisco Maturana Cortés, Oscar Antonio Urbina Alvear, Miguel Antonio Narváez Latorre, Ana Luisa Lobos Ubilla, Daniel Andrés Ponce Abarca, Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos y Marcelo Molina Banegas, es el de asociación ilícita para el tráfico ilícito de estupefacientes, atribuyéndosele a cada uno de ellos un tipo de participación en el mismo, delito previsto y sancionado a la fecha de su comisión en el artículo 22 de la Ley 19.366 , y actualmente en el artículo 16 de la Ley 20.000 .

SEPTIMO: Que, en términos generales, la conducta típica de la asociación ilícita consiste en el despliegue de una actividad por parte de una pluralidad de individuos que ha tener como base un concierto permanente y continuo con el propósito de ejecutar delitos contra determinados bienes jurídicos, en particular, el orden social, las personas y la propiedad, debiendo existir una distribución de funciones entre los distintos intervinientes, y un determinado nivel de jerarquización. Y en lo que concierne al tráfico ilícito de drogas, la Corte Suprema ha dicho en sentencia de casación de 19 de noviembre de 2002, rol 1183-2002, que “para que exista el delito de asociación ilícita contemplado en la Ley 19.366 debe estar constituida por dos o más personas cuyas voluntades convergen para constituir un cuerpo organizado jerárquicamente, dirigido por uno o más jefes, con reglas y directivas que deben acatar y hacer cumplir disciplinadamente (entre ellas el sigilo), con carácter más o menos permanente en el tiempo, con la finalidad de cometer uno o más de los delitos que contempla la ley 19.366”. A ello debe agregarse la existencia de medios idóneos, especialmente recursos económicos. 

OCTAVO: Que la sentencia, para dar por acreditado el delito en análisis, tuvo en consideración la existencia de una banda de narcotraficantes, desbaratada en el marco de la denominada Operación Italia, quienes, previamente concertados se habrían organizado para obtener y traficar cocaína y marihuana, usando como lugar de distribución el inmueble ubicado en calle Mateo de Toro y Zambrano nº3444, Población La Legua, comuna de San Joaquín, que operaban jerarquizadamente con la intención de permanecer en el tiempo, cumpliendo cada uno de sus integrantes distintas misiones, logrando la policía incautar droga, dineros, joyas y un vehículo. Se agrega en el fallo que queda de manifiesto la conjunción de varias personas, que actúan en forma concertada y estructurada, cumpliendo diversas funciones, con el objeto de perpetrar el delito de tráfico de drogas, grupo en el cual no todos sus integrantes cumplen una tarea formalmente definida pero sí en los hechos de una manera organizada a cargo de un líder y que mantienen una filiación continuada o permanente, lo que constituiría en esencia el delito de asociación ilícita.

NOVENO: Que, de las pruebas que obran en la investigación y los hechos reseñados en la motivación anterior, no existen antecedentes que permitan configurar todos los elementos que deben concurrir en el delito de asociación u organización ilícita en los términos de la Ley 19.366 , según se ha expuesto en el considerando séptimo. En efecto, del mérito del Parte Policial de fojas 10 y del informe de fojas 945, aparece que el día de la detención, el 30 de noviembre de 2004, el supuesto líder de la red, Andrés Maturana Cortés, portaba la cantidad de $137.000= en dinero efectivo, y al allanarse la propiedad de Mateo de Toro y Zambrano nº3444 de la Población La Legua, se encontró en el dormitorio matrimonial un estuche que en su interior contenía 146 papelinas que contenían cocaína base, con un peso bruto de 39,1 gramos y una valoración del 49% y también se encontró un estuche color negro con $7.900=, además de un teléfono celular marca LG de color gris. Luego los detectives se trasladaron a calle Alcalde Pedro Alarcón nº469 de la misma Población, inmueble de Oscar Urbina, apodado “Carlos Rivas”, donde no encontraron a Urbina, pero informándose allí que vivía en inmueble contiguo con el número 473, procedieron a su registro encontrándose 23 matas de Cannabis Sativa plantadas en el patio posterior (30 plantas con raíz y tallo frescas equivalentes a 33 gramos), y colgado de un tronco se encontró una balanza digital, dos cintas de embalaje, una cuchara de té, dos cilindros de metal huecos y varias bolsas pequeñas transparentes y una bolsa de nylon transparente en su interior que contenía 252,8 gramos de cocaína clorhidrato, con una valoración del 40%, incautándosele además a Maturana, un automóvil marca Subaru patente NS-2701. 

No consta de los antecedentes que a los procesados se les haya encontrado más droga que la indicada precedentemente, armamentos, más dinero que el también ya consignado, ni que se haya obtenido información referida a otros bienes ni de cuentas corrientes de propiedad de los acusados; como asimismo, los antecedentes aportados a la investigación, tampoco permiten tener por acreditado, la intención de la agrupación de permanecer en el tiempo ni la función que cada acusado habría cumplido en ella.

DECIMO: Que, por lo expuesto precedentemente, y disintiendo de la opinión del Ministerio Público Judicial, esta Corte absolverá a los procesados de la acusación formulada en su contra como autores del ilícito previsto en el artículo 22 números 1ºy 2º de la Ley 19.366 .

DECIMO PRIMERO: Que, en cuanto a las condenas dictadas en contra de Andrés Francisco Maturana Cortés y de Oscar Antonio Urbina Alvear, como autores del delito de tráfico ilícito de estupefacientes, cometido entre agosto y noviembre de 2004,  se concuerda con lo dictaminado por el señor Fiscal Judicial en cuanto a mantenerlas, puesto que del mérito de los antecedentes y de las probanzas allegadas a los autos, aparece que efectivamente ambos acusados incurrieron en los ilícitos reseñados.

DECIMO SEGUNDO: Que, por último, y en lo relativo a la condena de Oscar Antonio Urbina Alvear, como autor del delito de plantación de especies vegetales del género cannabis, cometido entre agosto y noviembre de 2004, esta Corte lo recalificará solo a la falta contemplada en el inciso 4º del artículo 41 de la Ley 19.366 , actual artículo 50 de la Ley 20.000 , en razón de los siguientes antecedentes, que permiten concluir a esta Corte que el acusado Urbina Alvear traficaba clorhidrato de cocaína, y la marihuana solo la poseía para su consumo personal: 


1.- Declaración judicial de Bárbara Viviana Cortés Vergara a fojas 146, quien es la persona que detenida en la casa de Urbina Alvear en circunstancias que fumaba un pito de marihuana mientras se encontraba con él, y expresa que era su amiga y que él la invitaba a su casa a que fumaran marihuana, situación fáctica concordante con el Parte Policial de fojas 10; 


2.- Lo señalado por el propio inculpado, en cuanto a que es adicto a la marihuana desde los 15 años, y las conclusiones que rolan a fojas 1466, del Informe nº T-8179 -8180/09 de 16 de noviembre de 2009, en el cual el Departamento Laboratorio Unidad de Toxicología del Servicio Médico Legal, consigna que al procesado Urbina no se le detectó cocaína, pero sí presencia de metabolitos de marihuana (muestras tomadas el 17/07/2009; y


3.- La cantidad de marihuana encontrada en su poder (33 gramos) y el lugar en que se encontraban las matas.


Y de conformidad además, con lo dispuesto en los artículos 510 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, se declara:

I.- Que SE REVOCA la sentencia apelada, en cuanto en ella se condena a Andrés Francisco Maturana Cortés, Oscar Antonio Urbina Alvear, Miguel Antonio Narváez Latorre, Ana Luisa Lobos Ubilla, Daniel Andrés Ponce Abarca, Bernardita Natalie Gutiérrez Lobos y  Marcelo Rubén Molina Banegas, como autores del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, previsto en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366 , salvo el caso de Maturana, a quien se le condenó por el número 1º de dicho artículo, a sufrir las penas que en cada caso se indican, y en su lugar se declara que se les absuelve de la acusación formulada en su contra por dicho ilícito.

II.- Que SE CONFIRMA la sentencia de primer grado, en cuanto por ella se condena a Andrés Francisco Maturana Cortés como autor del delito de tráfico ilícito de estupefacientes, previsto en el artículo 5º y sancionado en el artículo 1º (y en la actualidad en idénticos términos en los artículos 3º y 1º de la Ley 20.000 ), ambos de la Ley 19.366 ,  a sufrir la pena de siete años de presidio mayor en su grado mínimo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, y al pago de una multa de 40 Unidades Tributarias mensuales, con costas, la cual se la tendrá por cumplida con el mayor tiempo que ha estado privado de libertad por esta causa, desde el 10 de noviembre de 2011, y además el tiempo en que estuvo detenido y en prisión preventiva entre el 30 de noviembre de 2004 y el 22 de noviembre de 2010, todo lo cual consta a fojas 1350 y 1598 del cuaderno de excarcelaciones y a fojas 10 del cuaderno principal.

III.- Que SE CONFIRMA la sentencia de primer grado, en cuanto por ella se condena a Oscar Antonio Urbina Alvear, como autor del delito de tráfico ilícito de estupefacientes, previsto en el artículo 5º y sancionado en el artículo 1º (y en la actualidad en idénticos términos en el artículo 8º de la Ley 20.000 ), de la Ley 19.366 ; y se la revoca respecto al delito de plantación de especies vegetales del género cannabis, previsto y sancionado en el artículo 2º de la Ley 19.366 , accediendo a la petición subsidiaria de su defensa, en cuanto a que los hechos relativos a esta última figura, son constitutivos de la falta contemplada en el inciso 4º del artículo 41 de la Ley 19.366  (y en la actualidad en el inciso 4º del artículo 50 de la Ley 20.000), condenándolo por ende a las siguientes penas: 


A.- Por el delito de tráfico ilícito de drogas, la pena de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena y al pago de una multa de 40 Unidades Tributarias mensuales, sin costas; y

B.- Por la falta del artículo 41 inciso 4º de la Ley 19.366, al pago de una multa de 2 Unidades Tributarias Mensuales, y a la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el plazo de seis meses contados desde la fecha en que recupere su libertad, sin costas. 

Al sentenciado le servirá de abono el tiempo que ha estado privado de libertad ininterrumpidamente por esta causa, desde el día 3 de marzo de 2009, según consta a fojas 1235 y 1259.

IV.- Atendida la extensión de las penas corporales impuestas, no se les conceden beneficios alternativos a los sentenciados.

V.- Que SE CONFIRMA y se aprueba la sentencia definitiva apelada, en cuanto por ella se absolvió a Sandra de Lourdes Vera Inostroza, Juana del Carmen Escobar Lagos y Sonia Regina Santos Simas Baeza, como autoras las dos primeras y encubridora la última, del delito de asociación ilícita para el tráfico de estupefacientes, previsto en el artículo 22 nº2 de la Ley 19.366.

VI.- Que SE CONFIRMA en lo demás el fallo apelado.

VII.- Dese cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley N°19.970, que crea el Sistema Nacional de Registros de ADN, en su inciso primero o segundo, según corresponda.

Regístrese y devuélvase con sus tomos.

Redactó el abogado integrante señor Ivo Skoknic Larrazábal

Rol Nº 16-2013-Crimen 

Pronunciada por la Sexta Sala de la Corte de Apelaciones de San Miguel, integrada por las ministras señora Lya Cabello Abdala, señora María Teresa Letelier Ramírez, y abogado integrante señor Ivo Skoknic Larrazábal.

No firma la ministro señora Lya Cabello Abdala por estar ausente, no obstante haber concurrido a la vista y acuerdo de la presente causa.

San Miguel, veinte de junio de dos mil trece, notifiqué por el estado diario la resolución precedente.

